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				PRÓLOGO

				La década de 1890 en México comenzó con una fiebre de interés extranjero por las “antigüedades mexicanas”, en particular por las identificadas como pertenecientes a la “civilización maya”, y con llamaradas de preocupación de algunas instancias gubernamentales sobre los peligros que tanta atención de visitantes de otros países representaban para los sitios arqueológicos situados en un territorio nacional de fronteras aún indefinidas en gran medida. Atrás habían quedado las incursiones individuales de Augustus Le Plongeon, Désiré Charnay, Alfred P. Maudslay y compañía, con sus respectivos escándalos.[1] Ahora las alarmas las habían hecho sonar tanto la renovada afluencia de exploradores y excavadores más o menos amateurs, como la presencia de esa recién nacida manifestación de la “modernidad”, los turistas. Buena parte de ese “Maya boom” se debía al retumbante impacto de la World Columbian Exposition de 1893, donde Frederick W. Putnam, curador en jefe del Peabody Museum de la Universidad de Harvard y jefe del Departamento de Arqueología y Etnología de la exposición, había hecho “debutar” a las “antigüedades mayas” con la exhibición de varias copias de tamaño natural de monumentos de la península de Yucatán, en particular de Labná, realizadas por su agente en la región, el cónsul estadounidense en Mérida, Edward H. Thompson.[2] Casi como una consecuencia de ese Maya boom, el Congreso Internacional de Americanistas, celebrado en Estocolmo en 1894, había tomado la trascendente decisión de celebrar por primera vez en la historia de esas reuniones una “sesión extraordinaria” en la ciudad de México, misma que se llevó a cabo en octubre de 1895.

				El párrafo que el lector acaba de leer es parte, en otro formato, de los avances y resultados de una investigación mayor en curso sobre la arqueología estadounidense en Yucatán entre c.1875 y 1940,[3] en particular lo relacionado con Chichén Itzá y su Cenote Sagrado, que Thompson, ya ahora cónsul de Estados Unidos en Progreso, comenzó a dragar en 1904 bajo la mirada complaciente y cómplice de las autoridades mexicanas de todos niveles.[4] Al “tropezar” en las fuentes con la sesión del Congreso Internacional de Americanistas, tropecé también con una petición dirigida al Congreso mexicano por el delegado del American Museum of Natural History, Marshall H. Saville, en la que solicitaba que el gobierno mexicano otorgara una autorización especial para que los arqueólogos de esa institución neoyorquina tuvieran carta blanca para hacer exploraciones arqueológicas en lo que se pensaba en esa época que era el territorio nacional. El pedido de Saville y sus implicaciones dieron lugar a una intensa batalla en el Poder Legislativo, en la que se enfrentaron diversas facciones del régimen porfirista (básicamente “científicos” versus “anticientíficos”), y a una verdadera revolución en el ámbito de la legislación protectora de las “antigüedades mexicanas”, esto es, de los sitios arqueológicos localizados en lo que entonces se creía ser el suelo patrio. Los debates entablados en las dos cámaras, en particular en torno a la iniciativa de la ley que sería sancionada en cuanto tal en mayo de 1897, que declaraba los vestigios de las antiguas culturas precolombinas, por primera vez en la historia del México independiente, “propiedad de la nación”, muestran a la perfección la naturaleza de la cultura política de la época y, sobre todo, significan momentos centrales para la definición —labrada sobre las piedras de las ruinas— de lo que años después vendría a conocerse como “patrimonio nacional”. Clementina Díaz y de Ovando publicó en 1990 los debates provocados por la expedición del explorador-fotógrafo francés Désiré Charnay en 1880, que son sin duda un antecedente de lo que aquí se presenta, si bien sin visibles vasos comunicantes. Esto porque además de que las circunstancias de esa aventura están por completo ausentes de los debates de 1896-1897, tampoco parecen haber sido más que una llamarada de petate de un “patriotismo ofendido” —y no un prenuncio del advenimiento de un concepto de “patrimonio nacional”—, cuyo principal resultado fue el nombramiento de un Inspector y Conservador de las Ruinas, cargo que, como sabemos, recayó en el inefable y controvertido Leopoldo Batres.[5]

				De los contados autores que se han ocupado de la legislación mexicana protectora del patrimonio cultural, es decir, el patrimonio nacional definido por sus bienes culturales, como son los sitios arqueológicos y los objetos contenidos en ellos, Daniel Rubín de la Borbolla fue el primero en referirse, en tres párrafos, a la ley de 1897, y lo hizo para lamentar su falta de aplicación.[6] Otros estudiosos del asunto, Alejandro Gertz Manero y Jaime Litvak King y sus colaboradores, no hacen la menor referencia a la legislación porfirista.[7] Cesar Olivé Negrete centra su estudio en el corpus cardenista y posterior.[8] Por otro lado, la compilación realizada por ese autor en coautoría con Bolfy Cottom sobre legislación estatal, no sólo se limita a leyes posteriores a 1930 sino que, extrañamente, hace un cumplido recorrido por los estados de la Federación, en riguroso orden alfabético, pero se salta de Veracruz a Zacatecas, como si Yucatán, una vez más, no fuera parte de México ni tuviera una legislación propia. Tampoco hay una explicación sobre tan relevante ausencia.[9] Por su parte, Bolfy Cottom, en su importante trabajo sobre los debates parlamentarios en torno a los monumentos arqueológicos, publicado por la Cámara de Diputados, se limita a hacer una glosa de las discusiones suscitadas en el seno del Congreso nacional por la iniciativa de ley de 1897 —una eventualidad en la que yo también incurro parcialmente, aunque de otra manera—, lo que, a mi juicio, si bien constituye un esfuerzo altamente meritorio, no sustituye la lectura del texto original de los debates. También él, Cottom, pasa de largo el origen y el contexto de aprobación del decreto-ley de 1896, si bien reproduce, sin comentarios, su texto.[10] Con el debido respeto por los autores que me han precedido en el tema, me pareció que los debates de 1896-1897 merecían ser extraídos de los opacos anales de las cámaras de Diputados y Senadores, no siempre fáciles de consultar, y publicados in extenso para conocimiento y usufructo de los estudiantes y estudiosos de materias relacionadas con la historia política de la arqueología y de la formación del concepto de “patrimonio nacional”: historiadores, arqueólogos, antropólogos, abogados, sociólogos, etc. Quiero pensar que la disponibilidad en el formato original puede incentivar nuevos ángulos y perspectivas de investigación, pues los debates muestran un momento central en la asunción por el Estado de atribuciones que no habían sido incorporadas a su campo de acción, además de proporcionar elementos para un atisbo a las ideas políticas del periodo. Debo advertir, sin embargo, que está fuera de mis propósitos hacer un análisis del contenido de los debates, y mucho menos de sus implicaciones para cualquier cuestión teórico-metodológica sobre la percepción por los políticos del lugar de las ciencias sociales o las humanidades a finales del siglo XIX, una de las tareas que caben dentro de la agenda de investigación que pueda surgir de su lectura, como lo puede ser también el estudio de las manifestaciones del nacionalismo decimonónico tardío expresado por algunos miembros de lc clase política en sus intervenciones. La presente publicación de los debates tiene precisamente ese objetivo: incentivar pesquisas que se adentren en sus coordenadas. Por otro lado, como ya advertí, me parece que los intercambios parlamentarios son, antes que nada, testimonio de la cultura política de la época y no de discusiones académicas válidas sobre las ciencias sociales o las humanidades, si bien es evidente que reflejan concepciones legas sobre ellas, susceptibles de tener consecuencias en su normatividad oficial.

				Como se verá brevemente en el texto, el trasfondo del pedido de Saville/American Museum of Natural History es la pugna entre instituciones culturales estadounidenses de creación relativamente reciente por el dominio de los sitios arqueológicos mesoamericanos, en particular los situados en la península de Yucatán y en ciertas regiones guatemaltecas y hondureñas. La pugna la protagonizan dos pares de museos aliados y se refiere exclusivamente al terreno de la arqueología sin involucrar otras áreas o departamentos de esas instituciones. Tenemos por un lado el Peabody y el American Museum of Natural History, ambos fundados en 1869 —lo que yo denomino el “eje Cambridge-Nueva York”, constituido por dos entidades privadas—, y, por el otro, la nueva potencia que significa el Field Columbian Museum, creado en 1894, aliado al National Museum of Natural History de la Smithsonian Institution, formalmente establecido en cuanto tal en 1881 —que identifico como el “eje Chicago-Washington”—, que agrupa de manera singular a una institución ferozmente privada con una pública.[11] Ambos “ejes” están apoyados a su vez por universidades también trabadas en una dura competencia por prestigio, recursos y conocimiento: la “vieja” Universidad de Harvard (1636), en el primer caso, y la recientísima Universidad de Chicago, fundada en 1892, en el segundo. Y son esas universidades (o, mejor dicho, son las universidades) las que al final obtendrán los frutos inicialmente perseguidos por los museos, esto es, la consolidación de la arqueología (y de la antropología) como áreas de investigación y ciencias legitimadas en el conjunto del universo académico estadounidense, mientras que los primeros serán relegados cada vez más a la función primordial de centros de exhibición y entretenimiento.[12]

				El presente estudio introductorio, dividido en dos secciones, cada una referente a una de las leyes, también es parte, en otro formato, de la investigación mayor a la que me referí anteriormente, razón por la cual pido disculpas por ocasionales repeticiones que puedan ser encontradas en algunos de los futuros productos de esa pesquisa.[13] La fracción correspondiente al decreto de 1896 reconstruye el proceso de presiones políticas por parte de las autoridades y delegados del American Museum of Natural History de Nueva York, los principales interesados en la aprobación de la ley, usando como fuente privilegiada la correspondencia de Marshall H. Saville con sus superiores, depositada en la Research Library de esa institución, y complementada con documentación mexicana proveniente del Archivo General de la Nación y del acervo de la Subdirección de Documentación de la Biblioteca del Museo Nacional de Antropología de México. El estudio incorpora largas citas textuales, pero me ha parecido que una documentación tan desconocida y, a mi juicio, tan importante, como es la correspondencia de Saville, podía correr el riesgo de parecer excesivo. El texto referente a la ley de 1897 que, como advertí, también glosa parte de los debates —si bien tratando de introducir comentarios contextuales y analíticos—, está reforzado por fuentes hemerográficas y archivísticas, también procedentes del Archivo General de la Nación. Al final de cada conjunto de debates está el texto legal en su forma definitiva, conforme fue promulgado por el presidente de la República. 
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						[1] Sobre Le Plongeon, véase Lawrence Desmond, “Augustus Le Plongeon: A Fall from Archaeological Grace”, en Alice B. Kehoe y Mary Beth Emmerichs (eds.), Assembling the Past: Studies in the Professionalization of Archaeology, Albuquerque, University of New Mexico Press, 1999, pp. 81-90, y del mismo autor (en coautoría con Phyllis Mauch Messenger), A Dream of Maya. Augustus and Alice Le Plongeon in Nineteenth-Century Yucatán, Albuquerque, University of New Mexico Press, 1988; sobre Désiré Charnay, Keith F. Davis, Désiré Charnay, Expeditionary Photographer, Albuquerque, University of New Mexico Press, 1981, y Pascal Mongne, “Désiré Charnay y la imagen fotográfica de México”, en Leoncio López-Ocón, Jean-Pierre Chaumeil y Ana Verde Casanova (eds.), Los americanistas del siglo XIX. La construcción de una comunidad científica internacional, Madrid, Iberoamericana-Vervuert, 2005; sobre Maudslay, Ian Graham, Alfred P. Maudslay and the Maya. A Biography, Norman, University of Oklahoma Press, 2002. Los tres están tratados en el libro de divulgación de Brian Fagan, Precursores de la arqueología en América, México, Fondo de Cultura Económica, 1988. Se citan las referencias para los interesados, porque ninguno de esos tres personajes forma parte del presente estudio.

					

					
						[2] Cfr. Guillermo Palacios, “Los Bostonians, Yucatán y los primeros rumbos de la arqueología americanista estadounidense, 1875-1894”, Historia Mexicana, vol. LXII, núm. 1 (245), julio-septiembre de 2012, pp. 105-193.

					

					
						[3] Las fechas abarcan un periodo que abre con las primeras señales de intereses concretos de un grupo de coleccionistas y estudiosos del área de Cambridge-Boston por las “antigüedades mayas”, y cierra con las últimas actividades de la Carnegie Institution of Washington, la responsable de la introducción, en 1923, de la “arqueología científica” en la región, gracias a su “Proyecto Chichén Itzá”. 

					

					
						[4] La historia propiamente dicha de la arqueología estadounidense en el último cuarto del siglo XIX (técnicas, teorías, tendencias, etc.) es un tema que, por su amplitud, no cabe en este trabajo, y sobre el cual existe una extensa bibliografía. Los interesados en el contexto científico de esos años y en la naturaleza de la arqueología estadounidense de la época pueden consultar William Stiebing Jr., Uncovering the Past. A History of Archaeology, Buffalo, Prometheus Books, 1993, o los ensayos contenidos en Jonathan E. Reyman (ed.), Rediscovering Our Past: Essays on the History of American Archaeology, Alder­shot, Avebury, 1992; Alice B. Kehoe y Mary Beth Emmerichs (eds.), Assembling the Past: Studies in the Professionalization of Archaeology, Albuquerque, University of New Mexico Press, 1999, y Thomas C. Patterson, Toward a Social History of Archaeology in the United States, Mason, Ohio, Cengage Learning, 2002. Véase también James E. Snead, “Science, Commerce, and Control: Patronage and the Development of Anthropological Archaeology in the Americas”, American Anthtropologist, vol. 101, núm. 2, junio de 1999, pp. 256-271. Para el caso específico (y temprano) de Yucatán, véase Palacios, “Los Bostonians”, pp. 114-119.

					

					
						[5] Cfr. Clementina Díaz y de Ovando, Memoria de un debate (1880). La postura de México frente al patrimonio arqueológico nacional, México, UNAM, 1990. Empleo la noción de “patrimonio nacional” en su más amplia y corriente acepción, o sea, en lo que a la arqueología se refiere, la asunción moderna del legado sobreviviente de las culturas precolombinas como parte de la herencia recibida por la nación cuando de su constitución soberana, sin olvidar que se trata de un término que sólo tendrá aplicación en México ya bien entrado el siglo XX.

					

					
						[6] Daniel F. Rubín de la Borbolla, México: monumentos históricos y arqueológicos. Libro primero: México precolombino, Monumentos Históricos y Arqueológicos VII, México, Instituto Panamericano de Geografía e Historia, 1953.

					

					
						[7] Alejandro Gertz Manero, La defensa jurídica y social del patrimonio cultural, México, Fondo de Cultura Económica, 1976, y Jaime Litvak King, Luis González R. y María del Refugio González (eds.), Arqueología y derecho en México, México, Instituto de Investigaciones Antropológicas-Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 1980.

					

					
						[8] Julio Cesar Olivé Negrete, “Reseña histórica del pensamiento legal sobre arqueología,” en Litvak, González R. y González (eds.), Arqueología y derecho en México, pp. 19-46. 

					

					
						[9] Julio César Olivé Negrete y Bolfy Cottom, Leyes estatales en materia del patrimonio cultural, México, Instituto Nacional de Antropología e Historia-Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, 1997.

					

					
						[10] Bolfy Cottom, Nación, patrimonio cultural y legislación: los debates parlamentarios y la construcción del marco jurídico federal sobre monumentos en México, siglo XX, México, H. Cámara de Diputados, LX Legislatura-Miguel Ángel Porrúa, 2008, pp. 132-178, 424-425.

					

					
						[11] Como se recordará, el Field Museum debe su nombre a su principal donante, Marshall Field, propietario de Marshall Field & Company, la mayor cadena de tiendas departamentales de Chicago.

					

					
						[12] Véase Edward Shils, “The Order of Learning in the United States: The Ascendancy of the University”, en Alexandra Oleson y John Voss (eds.), The Organization of Knowledge in Modern America, 1860-1920, Baltimore, The Johns Hopkins University Press, 1979. El tema de la competencia interacadémica en torno a los sitios arqueológicos mesoamericanos será tratado con más detalle en el trabajo en preparación al que me referí páginas antes.

					

					
						[13] Agradezco el apoyo en este proyecto de las licenciadas en historia Elena Simón Hernández y Natalia Leyte Mejía.

					

				

			

		

	
		
			
				
				MARSHALL H. SAVILLE Y EL DECRETO-LEY DE 1896

				En octubre de 1895 se celebró en la ciudad de México lo que vendría a ser el Decimoprimer Congreso Internacional de Americanistas, el primero a celebrarse fuera de Europa.[1] Era un obvio reconocimiento de la importancia alcanzada por los estudios y descubrimientos sobre la historia de México, tanto en su vertiente anticuaria precolombina como en la colonial, muchos de ellos, sobre todo los arqueológicos, resultado de expediciones extranjeras. Uno de los muchos asistentes fue Marshall H. Saville, ya por entonces un destacado conocedor de antigüedades “mayas” y, en general, de los vestigios arqueológicos precolombinos situados en la región suroriental y occidental de México, quien asistió como representante del American Museum of Natural History de Nueva York (AMNH). Saville se había formado en el Peabody Museum de la Universidad de Harvard, entre 1888 y 1894, bajo la batuta de Frederick W. Putnam, el más destacado arqueólogo angloamericano de la época.[2] Ese último año fue nombrado curador asistente de antropología del AMNH, donde también pontificaba su mentor. Saville había sido además una de las figuras clave en el montaje del Proyecto Copán, iniciado en 1891 gracias a un convenio entre el gobierno de Honduras y el joven Peabody Museum (1869), que hasta ese momento figuraba tan sólo como “in connection” con la Universidad de Harvard y que a partir de la firma del contrato hondureño pasaría a ser parte integrante de la institución.[3] El convenio, o “contrato”, como aparece en la documentación harvardiana, otorgaba una generosa licencia al grupo del Peabody Museum, capitaneado por Putnam, para explorar las ruinas de Copán por un periodo de 10 años, renovable a juicio del gobierno hondureño.[4] En su viaje de regreso de Honduras, Saville había visitado rápidamente Chichén Itzá y ayudado al entonces cónsul estadounidense Edward H. Thompson a contrabandear piezas para el Peabody Museum.[5] Sorprendido por el interés internacional que despertaban las “antigüedades mexicanas”, y estimulado por el presidente del AMNH, Morris K. Jesup, en un respiro de las sesiones del Congreso, Saville sostuvo una entrevista con Porfirio Díaz, en la que se presentó como delegado oficial del museo para solicitar, en nombre de Jesup, que el gobierno mexicano otorgara al museo neoyorquino una concesión semejante a la hondureña.[6] En la entrevista, Saville enalteció las actividades presentes y el futuro de su institución, y la ubicó de manera implícita al frente de sus competidoras, entre las que se encontraba, en primer lugar, el Field Columbian Museum de Chicago, y su poderoso aliado gubernamental, la Smithsonian Institution de Washington. En ese sentido, decía Saville, el AMNH “is at the present time doing more in the line of anthropological research than any other Institution in America, and in the course of time will be the largest anthropological museum in America”.[7] En el fondo, el proyecto del AMNH suponía el establecimiento y demarcación de un área de predominio de las instituciones de Nueva Inglaterra sobre los principales centros arqueológicos mesoamericanos, una vez que los equipos del Peabody, partiendo de Copán, ya extendían sus investigaciones a otras zonas del “área maya”, notablemente las guatemaltecas y yucatecas. Al final de la entrevista, Porfirio Díaz sugirió que Saville redactara el pedido de manera formal pues se haría necesario convertirlo en una iniciativa de ley.[8] Poco después, Saville hizo entrega al presidente mexicano de un escrito dirigido al secretario de la Cámara de Diputados en el que hacía una breve exposición de motivos y solicitaba “que reformando para este caso el artículo 322 del arancel vigente de doce de Junio de mil ochocientos noventa y uno” se otorgara al Museo una concesión “para llevar a cabo obras arqueológicas en la República de México”, bajo ciertas “condiciones”. Entre éstas —todas dignas de un bisoño e imprudente poder imperial que daba instrucciones sobre los mecanismos de su deseo— se incluían un plazo de 10 años y trabajos bajo la dirección “exclusiva” del AMNH, que determinaría por sí solo los lugares a ser explorados y se apropiaría de la mitad de los hallazgos para exportarlos a Nueva York, libres de derechos, y convertirlos en su propiedad particular.[9] El presidente Díaz se ofreció a hacer llegar el escrito a manos de los secretarios del Congreso, “haciéndoles alguna amistosa recomendación; y celebraré que sea posible una resolución favorable”.[10] La solicitud llegó a la Cámara de Diputados el 7 de noviembre de 1895 y fue remitida a la Comisión de Peticiones, que la turnó a su vez a las comisiones correspondientes.[11] Sin embargo, para sorpresa de propios y extraños, la propuesta de Saville fue recibida con una estruendosa oposición en el propio seno de las comisiones encargadas de examinarla, en particular las de Hacienda y Justicia e Instrucción Pública. Peor todavía, en los corredores del Congreso, el influyente Inspector y Conservador de Monumentos Arqueológicos, Leopoldo Batres, “opposed it with all of his power, as I had not consulted with him about my plans”.[12] Batres, en efecto, en un escrito posterior, detalló su participación en el caso, evidentemente de la manera más autolaudatoria posible:

				Desde que me enteré por la prensa de la capital de que se trataba de conceder a los americanos el derecho de revolver, destruir y saquear lo que de más caro tienen los pueblos patriotas y cultos, cuales son los inestimables tesoros de su historia, me creí en la doble obligación de poner los medios que estaban a mi alcance para intentar mover los sentimientos patrios, y al efecto me dirigí a la reunión de hombres, llamada Congreso que aunque si es de verdad que no estaban debajo de la hermosa cúpula del templo de Minerva, sí habían respirado el primer aliento de la vida en la tierra amada y querida de la madre común de los Mexicanos, para que defendiesen de la garra insaciable de nuestros mortales enemigos, los únicos archivos que nos quedan de la cultura patria pasada y al efecto me dirigí a la Cámara de Diputados, solicitando el necesario permiso para hacer distribuir entre sus miembros la hoja iniciativa que enseguida reproduzco, en la cual solicitaba la adición o reforma de la Ley de Monumentos Arqueológicos en el sentido de que la exploración de ellos quedase limitada a la acción oficial Mexicana [...] Desgraciadamente sólo faltaban dos sesiones para su clausura y esto hizo que fracasase mi iniciativa y la patriota buena voluntad del Presidente de la Cámara.[13]

				A pesar de la decepción, Batres escribió a Porfirio Díaz solicitándole una entrevista para ponerlo al tanto del problema que significaba “conceder a los americanos el derecho de revolver, nuestros monumentos arqueológicos y nada menos que en una de las zonas más ricas en ruinas prehispánicas de la República”, pero el presidente, dando señales inequívocas de sus preferencias, le indicó que se apuntara para ser recibido en las audiencias públicas, algo que Batres declinó. Redactó entonces una carta describiendo la situación y solicitando que se negase la autorización pedida por Saville, carta que tuvo como respuesta la afirmación de que, apoyado en la opinión de la dirección del Museo Nacional, que concordaba con Batres, “ya el Ejecutivo había dado un anulo para proteger los intereses arqueológicos”.[14]

				Pero no todo andaba sobre ruedas para los proyectos del AMNH. La oposición de Batres y la resistencia del Congreso habían sido obstáculos totalmente imprevistos para los estadounidenses que tenían una confianza ciega en el poder de persuasión del presidente mexicano. Saville recurrió entonces al titular de la legación de Estados Unidos en México, el ministro Matt W. Ransom, para advertirle que probablemente Porfirio Díaz no estuviera al tanto de las trabas que se armaban contra el proyecto, y que era urgente que se entrevistara con él para resolver el problema.[15] Dos días después de recibir el aviso de Saville, Ransom tuvo un encuentro con el presidente mexicano en el que se habló exclusivamente de los intereses del museo.[16] Sin embargo, la oposición a la iniciativa estadounidense consiguió atrasar el paso del proyecto por la Cámara y evitar que fuera aprobado por la vía fast-track antes del cierre de las sesiones legislativas el 15 de diciembre de 1895. El coronel George M. Green, contratado para representar los intereses del AMNH en México, había estado presionando diariamente al secretario de la Cámara, Antonio Landa de Escandón (“nearly every day since you left”) sin mayores avances.[17] Lo único que había conseguido era averiguar que, en efecto, había “considerable opposition” y, peor aún, que había otros pedidos semejantes siendo considerados por el órgano legislativo, uno de ellos digno de ponerle los pelos de punta a los neoyorquino/bostonians: “I think it is the Smithsonian Institute”.[18] 

				En los últimos días de febrero del año siguiente, el propio presidente del AMNH, Morris K. Jesup, le escribió al ministro mexicano en Washington, Matías Romero, pidiéndole consejo sobre cómo proceder en la cuestión del proyecto de ley. Había recibido información de que la discusión sería retomada en los primeros días de abril de 1896, cuando el reinicio de las sesiones del Congreso, que las comisiones encargadas de examinar la iniciativa de ley derivada de la solicitud del museo ya estaban designadas y eran las mismas que habían actuado en la sesión del segundo semestre de 1895. Romero advertía al final que era del todo conveniente que Saville estuviera en la ciudad de México poco antes del inicio de la Legislatura, cuando debería buscar una entrevista con el presidente de la República para exponerle sus propuestas y, antes de tomar cualquier acción, escuchar sus comentarios y después actuar de acuerdo con ellos.[19] Ese mismo mes de febrero, el ministro Ransom anunció que había sido procurado por un alto funcionario del gobierno mexicano que le había preguntado cuánto estaba dispuesto a pagar para que se movieran las redes necesarias para que el decreto pasara sin problemas. Sin dar el nombre del individuo, el ministro habría dicho que en caso de que ese tipo de maniobras entraran en el proceso de aprobación, él mismo acudiría al presidente Díaz para detener el trámite en el Congreso. Por su parte, el coronel Green estaba seguro de que con sus relaciones y las de Saville podrían ejercer suficiente presión para que no hubiera problemas en el trámite. Ya se había acercado a Justino Fernández, presidente de la Comisión de Hacienda, y a Fernando de Landa Escandón, secretario de la Cámara, y ambos le habían dado certeza de que todo saldría bien. Green alardeaba también de los muchos amigos que tenía entre los diputados y de la presteza con que éstos actuarían a favor de los intereses del museo.[20] El propio Saville intentó aplicar más presión. El 31 de marzo de 1896 se entrevistó con Mariscal, en compañía del ministro estadounidense, y anunció que era muy probable que el presidente Díaz lo recibiera al día siguiente. Ransom seguía confiando en que el proyecto de ley pasaría sin problemas en el Senado.[21]

				Solamente a finales de abril de 1896 (para impaciencia de los promotores neoyorquinos),[22] una segunda versión del pedido de Saville, modificada por las comisiones encargadas de revisar el texto original y convertida en iniciativa de ley, fue presentada en la Cámara de Diputados, autorizando al Ejecutivo a otorgar concesiones a particulares para la exploración de los vestigios arqueológicos ­situados en territorio mexicano. Después de calificar de “exorbitantes las proposiciones del delegado del museo de Nueva York”, el orador informó que la primera intención de los miembros de las comisiones había sido la de simplemente “desechar” la propuesta, pero que la insistencia de Saville y su aceptación de que se introdujeran en el texto las modificaciones que la Cámara considerara necesarias, llevaron a la redacción de una segunda versión, ya de autoría “nacional”. Pero eso no escondía el hecho de que era gracias a la insistencia del enviado del museo de Manhattan de que estaba en su derecho, por más discutible que fuera, de hacer exploraciones arqueológicas en suelo patrio, que se sentaron algunas de las bases —con atención “al interés, como a la honra de la Nación Mexicana”—[23] de lo que más tarde pasaría a ser una parte central del aparato de control del legado histórico precolombino mexicano. Mientras tanto, Saville, siguiendo las instrucciones de Romero, remitía una misiva a Porfirio Díaz por intermedio del ministro de Relaciones Exteriores, Ignacio Mariscal, solicitando una vez más su intervención para que el proyecto pasara por el Congreso sin problemas:

				Me permito recordarle a Vd. la valiosa ayuda que Vd. me ha prestado al recomendar el proyecto de ley que actualmente está pendiente en el Congreso, sobre la prosecución de trabajos arqueológicos en México, por el Museo Americano de Nueva York, y me permito nuevamente solicitar su inestimable apoyo. El proyecto de ley del que hablo, está actualmente en el Senado, y se me ha dicho que nada puede hacerse para su aprobación, sin que primero indique Vd. su parecer sobre el asunto. Como deseo vivamente explicarle a Vd. los objetos que se propone la sociedad que tengo el honor de representar, ruego a Vd. me conceda una audiencia mañana cuando tendré el gusto de presentarme en palacio en compañía del Ministro Americano.[24]

				Era evidente que la resistencia de parte de los diputados a aprobar la propuesta de ley había sorprendido al gabinete presidencial, al punto de que Díaz parece haber tenido reuniones de consulta con Justino Fernández, presidente de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, y con Alfredo Chavero, el arqueólogo-diputado, consejero del presidente en esas materias, durante las cuales, de acuerdo con Saville, ambos le habrían asegurado que sólo con modificaciones importantes el proyecto podría ser aprobado, dado “the patriotic feeling about antiquities leaving Mexico”. Incluso, varias comisiones de senadores habían visitado a Baranda para pedirle que la propuesta fuera sumariamente retirada.[25] Como se puede apreciar, la importancia de la ley que estaba por resultar (involuntariamente) del (inocente) pedido de Saville para que el gobierno de Díaz otorgara al AMNH una concesión a imagen y semejanza de la hondureña, era crucial para la consolidación del área mesoamericana del museo neoyorquino en su pugna con el eje Chicago-Washington (y, casi de rebote, así resultaría ser para la noción de patrimonio nacional en México). No sólo se usaron todos los resortes de influencia política y de relaciones de amistad con el presidente Díaz y sus ministros, además de la presión ejercida por la legación estadounidense en México, sino que el trámite fue seguido con toda atención y cierta ansiedad (y precipitación) por los peticionarios originales, que atacaron en diferentes frentes.[26] A fines de mayo de 1896, mientras la iniciativa de ley pasaba para su discusión al Senado (en las sesiones del 28 y 30 de mayo), Winser, el secretario del AMNH, redactó un borrador para firma de Jesup, dirigido a George J. Gould, el magnate ferrocarrilero propietario del Denver and Rio Grande Western Railroad y del Western Pacific Railroad, en el que le pedía que aportara los 5 000 dólares que Saville consideraba necesarios para los trabajos de 1897-1898. Era sin duda un texto preparado en la previsión arrogante de que la concesión mexicana sería otorgada, pues en él ya se cantaba la anhelada victoria (seguramente apuntalada en un apoyo definitivo de Porfirio Díaz, que se daba por descontado), se hacía una detallada apología de las habilidades políticas de la alta dirección del AMNH, se auguraba al museo un liderazgo sin par en el panorama mundial de la arqueología y se anunciaban condiciones tan favorables (las que figuraban en el pedido original, que no se concretarían) que sólo la confianza en la fuerza de la intervención del presidente mexicano, o una arriesgada estrategia de mercado, podían explicarlas: 

				Succeeding the use of much diplomacy and influence, I have secured a concession from President Diaz, permitting the exploration of certain ruins in Mexico and the removal of one half of the finds to the American Museum of Natural History; the other going to the Mexican National Museum in consideration of the privilege; but even on these terms, the concession is of pronounced value to us. Such a result has been the earnest desire of many of our institutions for several years, but the Mexican authorities were firm in their determination not to allow the exportation of antiquities. [Seguía un resumen de los trabajos de Saville, con términos que recordaban las aventuras europeas en Grecia y Roma.] In some places he will work virgin field; he will send here the original sculptures from the temples and the material certain to be found in the process of excavation; usually gold and silver ornaments and vessels have been discovered in company with stone idols and pottery [...] The coming five years will I trust give our Department of Anthropology a position second to none among the Museums of the world.[27]

				Como se mencionó, la nueva versión, esto es, el pedido original de Saville modificado y convertido en una iniciativa de ley, facultaba al Ejecutivo para que pudiera autorizar exploraciones arqueológicas a cargo de particulares, lo que encuadraba legalmente la serie de prácticas semiclandestinas que se habían venido sucediendo e intensificando desde la década de 1870 para alcanzar un nivel muy alto en la de 1890 (y más lo haría a partir de 1900), y establecía un mecanismo mínimo de supervisión, al obligar a presentar pedidos formales. Las modificaciones introducidas se dirigían a “dar una injerencia directa y eficaz a los comisionados que el Gobierno Mexicano nombre especialmente, para vigilar e inspeccionar las obras de exploración”. La decisión sobre los lugares a explorar continuó correspondiendo a los directores de las misiones “concesionadas”, pero ahora deberían comunicar previamente su elección a la Secretaría de Justicia e Instrucción Pública. En los predios propiedad de la nación debería cuidarse evitar el daño a los monumentos existentes, pero en los de propiedad particular el derecho que ésta concedía era lo más importante a salvaguardar: el permiso del dueño de terrenos donde hubiera ruinas era indispensable para la exploración ajena. En esta versión, entonces, las “antigüedades mexicanas” que no estuvieran en predios del Estado se mantenían, efectivamente, como propiedad privada. Otras modificaciones importantes en el nuevo texto, que chocaban frontalmente con las pretensiones del AMNH, estaban contenidas en la declaración explícita de que “el material que se encuentre en las exploraciones, será de la propiedad del Gobierno Nacional de México, permitiéndose al concesionario sacar moldes de todos los objetos descubiertos”. Solamente en los casos en que se encontraran “dos o más originales” podría una de ellos pasar a manos del poseedor de la concesión.[28] 

				La iniciativa fue turnada al Senado, donde fue leída y discutida en las sesiones del 28 y 29 de mayo de 1896, con la advertencia de que el pedido original estipulaba condiciones “que la Cámara Popular ha juzgado en gran parte inadmisibles; en tal concepto, las ha modificado, inspirándose liberalmente en su amor a las ciencias y en la importancia que para México ofrecen los estudios de nuestra Historia Precolombina”.[29] El proyecto de la Cámara de Diputados no suscitó el debate en la Cámara alta ni produjo ningún cuestionamiento, por lo cual el senador José Ramos se sintió en la obligación de hacer un breve recuento histórico de la gestación del proyecto de ley, durante el cual avanzó, un poco a tientas, en el intento de definir lo que consideró, acompañando a la Cámara de Diputados, un asunto de primerísima importancia para la nación, su legado cultural:

				Las Comisiones animadas de las mismas ideas que las de la Cámara de Diputados han visto y comprendido que no se trata de un asunto de interés político, sino que se trata de algo más sagrado como es lo que atañe a nuestra historia y que por lo mismo debe de ser cuidadosamente estudiado y resuelto por nosotros para que no se diga que un punto de esta importancia no ha merecido toda nuestra atención [...] En las actuales circunstancias porque atraviesa México, es tiempo ya de que nos ocupemos de la resolución en esta clase de asuntos. En épocas anteriores el Gobierno había estado ocupado injustamente en consolidar nuestras instituciones, en afirmar la paz porque prius es ese, quam taliter ese. México ha llegado a ser y oportuno y conveniente es que hoy el Gobierno se ocupe de este asunto. Las Comisiones inspiradas en el patriotismo del Señor Presidente de la República [...] han aceptado el pensamiento de autorizar las exploraciones arqueológicas del país. Las bases como se acaba de oír, están estrictamente ajustadas, no quedan únicamente a merced de las compañías exploradoras los tesoros arqueológicos del país sino que quedan al cuidado del Gobierno. Teniendo en cuenta la naturaleza del asunto y para que no se diga mañana que pasamos desapercibida la importancia que para el honor nacional tiene este asunto, me he tomado la libertad de dirigir a algunas palabras en vía de informe, suplicando al Senado se sirva honrar con su voto de aprobación el dictamen a discusión.[30]

				El proyecto fue aprobado por unanimidad en 3 de junio de 1896 y se promulgó como el decreto núm.13,516, momento en el que Batres decidió exclamar, en el colmo de la decepción pues creyera que Díaz, oyéndolo, había detenido el proyecto de Saville: “[...] en la prensa de hoy leí, causándome gran sorpresa, que los americanos habían obtenido no sólo el permiso solicitado, sino que se les había dado hasta la posesión de la zona maya de Yucatán, es decir de todo el Estado de Yucatán, puesto que todo el estado es una zona maya”.[31] Sin embargo, la documentación del AMNH —tal vez para minimizar el descalabro— hizo constar que la aprobación se había dado después de vencer una “fuerte oposición”, que sólo al final había sido derrotada por la intervención personal de Porfirio Díaz y su simpatía por la institución peticionaria. Quizá por eso el decreto, que tenía naturalmente un alcance general, fue entendido desde su nacimiento como un documento hecho a la medida de los deseos del museo neoyorquino, y hasta donde sabemos, ninguna otra institución se acogió a sus términos en los primeros años de su vigencia,[32] pues solamente en 1906 la Universidad de Columbia haría un pedido semejante al amparo del decreto en cuestión.[33] Pero la reacción del grupo de Putnam y de la administración del AMNH fue de gran decepción, pues las modificaciones introducidas en la propuesta original por la Cámara de Diputados, y aprobadas sin discusión por el Senado, limitaban seriamente las prerrogativas del concesionario. Saville reclamaba sobre todo el hecho de que el decreto sólo autorizara la entrega de originales que estuvieran duplicados, mediante un complicado sistema de reparto entre el Museo Nacional de México y el concesionario. En general, el enviado del AMNH opinaba que bajo los términos textuales del decreto no se podría hacer nada de lo que su institución pretendía. Sólo la actitud amistosa del ministro de Justicia e Instrucción Pública, Joaquín Baranda y, sobre todo, del propio presidente Porfirio Díaz hacia el AMNH, así como la promesa de Leopoldo Batres, el Inspector y Conservador de Monumentos, de que se haría una interpretación muy “liberal” del texto de la ley, daban la confianza necesaria para proseguir con el proyecto.[34] Tres días después de la promulgación del decreto, Saville anunció que había conseguido una cita con el ministro Baranda para exponerle el descontento de las autoridades del museo y buscar salidas al problema que representaban las restricciones del nuevo texto; se preparaba también para una segunda entrevista con Porfirio Díaz en la cual esperaba obtener la flexibilidad necesaria en la “interpretación” de los términos de la ley que Batres le había prometido.[35] Por esos días, Saville puso por escrito la razón de sus objeciones y frustraciones (que me disculpo por citar in extenso), situó a México en el contexto de las más famosas áreas de exploración arqueológicas del mundo y al AMNH como una de las potencias de la investigación en antigüedades, que sería capaz de codearse con lo más selecto de la arqueología colonialista internacional si tan sólo el gobierno mexicano entendiera el problema. Permitir el ingreso de expediciones extranjeras y la salida de antigüedades hacia museos extranjeros era una muestra de modernidad, uno de los términos fetiches del porfirismo:

				El ocurso que yo presenté al Congreso en el año pasado, pidió una concesión en términos que no sólo serán muy ventajosos para el Museo Nacional, sino que pondría a la Metrópolis de este continente en situación para manifestar al mundo el magnífico carácter de las antigüedades que se encuentran en México. La concesión de parte de este Gobierno, de la mitad del material hallado al Museo de Nueva York, sería enteramente de acuerdo con las concesiones hechas por otras naciones, con el fin de fomentar las exploraciones en sus respectivos territorios. Por ejemplo, la Francia ha logrado últimamente de Persia, el derecho de hacer exploraciones con la indisputada propiedad de la mitad de los objetos de piedra y barro que se descubrieren, y en el caso de que estos descubrimientos consistan de los metales preciosos o joyas, la Francia tiene derecho de comprar al valor intrínseco del metal, una mitad de los hallazgos. Es cosa bien sabida que el Egipto está fomentando las exploraciones en sus ruinas con el resultado de que se están enriqueciendo los Museos de Inglaterra y América y que se arroja mucha luz sobre la antigua civilización de aquel país. La Turquía ha otorgado una concesión muy liberal a la Universidad de Pennsylvania, para la exploración de las ruinas de Babilonia y Nínive. La República de Honduras ha otorgado una concesión al Museo de Peabody [...] cuya concesión tiene ya seis años de existencia, y las condiciones son las mismas como las que propuse en mi ocurso. Además, las Repúblicas de Colombia, Ecuador, Perú y Bolivia, no ponen restricción alguna a las exploraciones bien administradas, y el resultado es que se ha arrojado mucha luz sobre su historia antigua. En los Estados Unidos de América, ninguna restricción absolutamente se pone a estos trabajos. Los ejemplos citados, demuestran que no hemos pedido cosa irracional al solicitar la propiedad de una mitad de los artículos hallados. Estamos dispuestos a mandar expediciones al campo, que no podrían dejar de ser muy útiles a México. Además, nos comprometíamos [...] en el caso de encontrarse objetos de gran valor, a conceder a México, el derecho de preferencia [...] Nos consta que los bosques de esta República ocultan muchas esculturas que sino [sic] se conservan en un Museo, siempre llegarán a destrozarse por la acción del tiempo, y el descuido de los indios [...]. En vista de la fertilidad de este campo, no creemos que es mucho pedir que recibamos alguna compensación por nuestros esfuerzos en sacar estas reliquias de tiempos pasados a la luz del día. La condición de “dos o más originales iguales” puede interpretarse en un sentido tan limitado que en [la] práctica no habrá nada para nosotros, y si de esa manera se interpreta tal condición, no hay institución que podría arbitrarse recursos para seguir el trabajo. En vista de la redacción de esta ley, me permito solicitar que en el contrato experimental que yo deseo celebrar, se dé una interpretación liberal a esta cláusula; pues de lo contrario, sería una empresa descabellada comenzar tal trabajo.[36]

				La promulgación del decreto se había hecho en una época delicada, pues la elección presidencial estaba programada para celebrarse el propio mes de junio de 1896 y, al parecer, Díaz no quería ejercer más presión sobre el Congreso de la que ya había desplegado para atender al pedido del AMNH, ni arriesgarse a crear fricciones innecesarias en torno a un asunto que, a primera vista, no era importante para la vida política del país: “I am told that this not being a political matter the President did not wish to antagonize the Senators inasmuch as [the] Presidential election takes place this month”.[37] Sin embargo, a juzgar por la documentación del museo, la resistencia a la iniciativa del gobierno había sido inusitadamente intensa, con toda probabilidad debido a que los tiempos electorales le habían dado al problema de las excavaciones arqueológicas por particulares, y en especial por extranjeros, un papel político que no había sido previsto por el gabinete de Díaz. De hecho, habían elevado la cuestión del patrimonio nacional (o, en lenguaje de la época, del “tesoro de la nación”) a la altura de los asuntos de interés prioritario del Congreso —aunque pudiera no ser más que por elemental oportunismo político—, a tal punto que los líderes en el Senado, donde la mayoría porfirista era abrumadora, habían mandado varias comisiones para tratar de convencer a Baranda y, por su intermedio, a Díaz, para que el trámite de la ley se pospusiera hasta la siguiente sesión, esto es, ya pasadas las elecciones. Una vez aprobada la ley, dentro de los moldes deseados por los más celosos defensores de lo que ya se consideraba parte de la “propiedad del Gobierno Federal”, Batres, el férreo opositor de la primera versión y el personaje que en la opinión de Saville más problemas podría causar, se convirtió (por poco tiempo, es verdad) en un firme aliado del AMNH y de su enviado. No obstante, el presidente del museo, Morris K. Jesup, tal vez consciente de la inesperada e indeseable notoriedad que su institución había tenido como uno de los elementos centrales del debate político llevado a cabo en el Congreso en torno al proyecto de concesiones para exploraciones arqueológicas de particulares, le ordenó a Saville que bajara su perfil y se cuidara de no comprometer a la institución a cumplir términos “onerosos” en un eventual contrato con el gobierno mexicano. Asimismo, el delegado del AMNH debería enviar, cuando fuera posible, una traducción fidedigna del texto finalmente aprobado en el Congreso, incluso antes de saber qué ventajas suplementarias se obtendrían de la anunciada segunda reunión de Saville con Porfirio Díaz; con base en esa traducción, Jesup decidiría si aceptaba o no la concesión.[38] 

				En fines de septiembre de 1896, Baranda envió a Jesup un borrador del contrato que sería suscrito entre el gobierno mexicano y el AMNH.[39] Sin embargo, los términos propuestos por el gobierno mexicano al AMNH parecen no haber sido del agrado del presidente del museo, quien redactó puntos para una carta que quería que Saville le escribiera a Green con quejas sobre el resultado, con el propósito de que éste viera a Porfirio Díaz y se las hiciera saber. Algunos de los términos del escrito, particularmente en la reclamación que Jesup hacía de que sólo se les permitiera exportar parte de lo encontrado, fueron objetados por Saville con las siguientes consideraciones: “[...] the main point is expressed in the clause giving us legal right to export antiquities. Furthermore we have President Díaz’s” good will on the matter. In his conversation with me last autum, you will recall his statement that “one half of the material found was better than noting at all”, and also his courtesy in sending the bill to Congress recommending its passage”. La propuesta de contrato podría ser modificada en la primavera siguiente, cuando el AMNH contara ya con un representante permanente (¿Green?) en México. De cualquier manera, Saville pensaba, tal vez ingenuamente, que Díaz había sufrido un serio desgaste durante todo el proceso pues había tenido que enfrentar la oposición de los congresistas con mano dura e intervenciones de autoridad: “Only the President”s dictum in the matter served to have the bill, as it now stands, passed and under these circumstances I think it an exceedingly delicate matter to approach the President, in as much as he held out against much opposition to get us what we now have”.[40] Al mismo tiempo Saville tranquilizaba a su patrón y le aseguraba que nunca aceptaría trabajar bajo condiciones contractuales que no les permitieran acumular “large collections even under the strict interpretation of the division clause, which I am certain President Díaz does not intend to be ardously construed”.[41] No obstante, la presencia de los intereses del Field Columbian preocupaban a las autoridades del AMNH, probablemente advertidas por su curador en jefe, Putnam, acérrimo enemigo de su contraparte en Chicago, William H. Holmes.[42] Así, Winser le ordenaba a Saville que se mantuviera atento: el presidente Jesup, decía el secretario del museo de Manhattan, “wants you to keep well posted about the movements of the Chicago people”.[43] Unas semanas después, el mismo día de la aprobación del decreto y en respuesta al telegrama enviado por Saville anunciando las condicionantes de la ley, Winser repetía la orden de Jesup: “You must keep us posted on the movements of the Field Columbian Museum”. Y más: “Do you trace any of the restrictive character of the bill to that source? Although I cannot see why obstruction should come from where profit is expected. It is mere speculation however”.[44] 

				Después de la aprobación del decreto-ley comenzaron los trámites para la redacción final del contrato específico entre el gobierno mexicano y el AMNH, sin que las objeciones de Jesup al borrador enviado por Baranda hayan llegado a su destino final. Al parecer, como lo había prometido, Batres apoyó —por lo menos retóricamente—, junto al secretario de Justicia, la idea de una interpretación “liberal” de la nueva legislación, aunque no se sabe cuál fue el resultado de ese apoyo.[45] A finales de junio, con Saville de vuelta a Nueva York, el contrato aún no salía de las oficinas gubernamentales, paseándose de una dependencia a otra sin la menor prisa. Los agentes del museo, Green en particular, se movilizaban junto a Baranda y a Batres para acelerar el proceso pero sin ningún provecho, a pesar de las constantes presiones de Green sobre el secretario de Justicia.[46] Tal parece que en diciembre de 1896 la Secretaría de Justicia e Instrucción Pública produjo por fin una primera versión del contrato con el AMNH, redactado bajo los términos de la ley del 3 de junio de ese mismo año, que fue enviada a la dirección del museo e inmediatamente objetada por sus directores, en particular en lo referente a la famosa cláusula 10 que determinaba la propiedad del gobierno mexicano sobre los objetos descubiertos y el menguado derecho del AMNH a obtener sólo ejemplares duplicados, moldes de yeso y fotografías. Sin demora, Jesup le mandó al ministro mexicano en Washington, Matías Romero, en manos de Winser, una carta referente “to the interpretation of the terms of the contract offered to you by the Secretary of Justice and Public Instruction”. El ministro mexicano respondió: 

				Should you think that the contract as proposed by the Mexican Government is onerous for your Museum and desire any alteration of the same, I would advise you to write to President Diaz suggesting the changes that you desire and asking him to further consider the subject. He may not accept such alterations as you desire, but that would not prejudice your interests, because in that case you can stand by the contract in the way in which it has been submitted for your approval.[47]

				La firma del contrato entre el gobierno mexicano y el AMNH tuvo que esperar un año entero, hasta el 7 de julio de 1897. Al final, Saville hubo de aceptar las condiciones que se ajustaban de manera estricta a los términos del decreto del 3 de junio de 1896, que tanto habían decepcionado a los directores del eje Cambridge-Nueva York (comenzando porque el plazo concedido era de cinco y no de 10 años). Por lo menos hasta ese momento no se había logrado introducir en la relación la famosa “interpretación liberal” que tanto les interesaba a los concesionarios. El permiso-contrato autorizaba a Saville únicamente a realizar la “exploración, extracción y copia de monumentos arqueológicos en la República Mexicana”. La expedición estaba para todos los efectos subordinada a la Secretaría de Justicia e Instrucción Pública, por medio del acompañamiento y estrecha vigilancia que debía ejercer sobre ella el mismísimo Inspector y Conservador de Monumentos Arqueológicos del gobierno federal. Batres, que ayudaría a Saville en sus exploraciones, estaba obligado a llevar un registro diario de los trabajos realizados y a elaborar un inventario de los objetos descubiertos, así como de las reproducciones en yeso y de las fotografías obtenidas por la expedición. Copias del diario y del inventario deberían ser enviadas mensualmente a la secretaría. Los monumentos y objetos que la expedición encontrara ya estaban definidos, de manera explícita, como propiedad, si no de la nación sí por lo menos del Estado, pues los transportables deberían ser remitidos a las capitales de los estados o territorios donde se encontraran y allí depositados hasta que la secretaría decidieran sobre “su final destino”, mientras que los que fueran demasiado pesados o voluminosos para su traslado se quedarían en el lugar del hallazgo, igualmente a disposición de la mencionada dependencia. Para mayor claridad, la cláusula 10 del contrato (o “permiso” como decía el documento) estipulaba que todos los materiales que fueran descubiertos por la expedición serían considerados propiedad “del Gobierno Mexicano”, siendo que lo único que se le permitiría a los directores de la empresa era “sacar moldes” y fotografiarlos, con la obligación de entregar una copia de cada reproducción y de cada fotografía al Inspector. En el caso de que se encontraran dos o más piezas “similares”, el funcionario federal entregaría una a los permisionarios, que podrían exportar el conjunto de lo obtenido sin el pago de derechos, pero sometidos a la inspección de “los delegados del Gobierno Mexicano”.[48] 

				En octubre-noviembre Saville se preparaba para iniciar al fin sus exploraciones arqueológicas “in pursuance of a special concession granted by the Republic of Mexico to the [...] American Museum of Natural History”.[49] Un escrito posterior señalaba que esa primera salida había sido pensada como una expedición “experimental” para verificar que la dichosa “interpretación liberal” de la ley justificara la continuación de los trabajos del AMNH en México.[50] El 13 de noviembre de 1897, Saville escribió una última carta a Porfirio Díaz, en la que le anunciaba que se dirigía al estado de Chiapas “para la investigación de las afamadas ruinas, y el estudio de las costumbres y manera de ser de los primitivos indios de “LaCandon”[sic]”, y le agradecía una vez más “el interés que siempre ha manifestado Vd. en los trabajos que se están inaugurando por el Museo Americano de Nueva York.[51] Independientemente de las limitaciones, la firma del contrato y el inicio de los trabajos del AMNH provocaron un moderado entusiasmo en el frente Cambridge-Nueva York, que así veía sus esfuerzos coronados con éxito y, no menos importante, consolidaba una ventaja considerable sobre el eje Chicago-Washington en términos de la hegemonía arqueológica angloamericana y del control sobre los sitios precolombinos mesoamericanos. Con la obtención de la primera concesión a ser otorgada bajo los términos del decreto del 3 de junio, el museo de Nueva York daba un paso semejante, si bien de proporciones mucho mayores, al que su aliado, el museo de Cambridge, había dado seis años antes en Honduras, pues en este caso no se trataba de permisos para trabajar un único sitio, sino que se refería al territorio nacional entero. Casi inmediatamente, Charles P. Bowditch, atento a los intereses del Peabody Museum —del cual era uno de los principales patrocinadores— le propuso a Putnam (curador en jefe de ambas instituciones) que convencieran al duque de Loubat —Joseph Florimond, el millonario neoyorquino de origen francés fascinado por la arqueología y el coleccionismo de antigüedades, cuyas aportaciones financieras al Vaticano le habían valido que se le otorgara el título papal de conde, en 1888, y de duque de Loubat en 1893— para que costeara parte de la expedición de Saville; de esa manera sería posible que ambos museos trabajaran en la misma región, con el Usumacinta de por medio, y se repartieran equitativamente los resultados. Loubat, sin embargo, no aceptó y el plan se vino abajo.[52] De cualquier forma, el decreto, por más que hubiera sido promulgado para atender un pedido específico del AMNH, abría la puerta para que otras instituciones interesadas en las “antigüedades mexicanas” se lanzaran al campo con la protección del Estado, si bien con las restricciones anotadas.[53] El mismo Bowditch, una vez absorbida la negativa inicial de Loubat a colaborar en la expedición de Saville, solicitó informaciones a Putnam, el pionero en el uso de las nuevas ordenanzas, sobre la conveniencia de que el Peabody cambiara su modus operandi y pasara a funcionar en el área maya bajo esas mismas condiciones.[54] Hay que anotar esa leve señal de preocupación de los Bostonians ante lo que parecía el levantar de vuelo independiente de su aliado, el AMNH, después del susto pasado y del disgusto sufrido por las intervenciones de la Smithsonian en México y, en particular, del ya citado William H. Holmes.

				Al final, poco o nada sabemos de la “interpretación liberal” que Saville había solicitado respecto de la cláusula 10 del contrato-permiso gestionado con el gobierno federal, que tanto Batres como el propio Baranda habían prometido apoyar. Uno de los pocos vestigios, si bien no documentado, es el obituario de Saville escrito por Clark Wissler, donde se lee: “In 1897 he was sent upon a collecting expedition by the American Museum to the well-known Maya ruins of Palenque in Chiapas, Mexico, where he made casts of sculptures and secured important archaeological collections”.[55] Otro estudioso, probablemente apoyado en Wissler, opina que la “interpretación liberal” fue finalmente aplicada a los términos del decreto y que gracias a ella Saville pudo exportar parte de sus hallazgos de Mitla.[56] Un indicador independiente del fracaso de esa especie de esperanza hermenéutica que mantuvo al AMNH en el campo, fueron los constantes problemas entre Saville y Batres, cuya “interpretación liberal”, a reserva de lo que haya significado en términos de la flexibilización de la ley de junio de 1896, lo llevó a establecer una línea constante de conflicto con Saville y, más tarde, a apropiarse de gran parte del crédito de los resultados de la Expedición Loubat durante el Congreso Internacional de Americanistas de 1902, realizado en Nueva York, precisamente la tierra del duque.[57] 

				* * *

				De la misma manera en que los grandes debates que acompañaron el tránsito de la ley de 1897 estuvieron ausentes en el caso del decreto de 1896, que se negoció principalmente entre bambalinas, la prensa de la capital fue por lo general discreta sobre el asunto. La dirigida a la colonia angloamericana residente en la ciudad de México se hizo eco de la versión propagada por Saville en sus contactos con la prensa estadounidense. El delegado del AMNH había vuelto a Nueva York en los primeros días de diciembre de 1895, llevando consigo la primera tentativa rechazada. No obstante, en una entrevista concedida al New York World declaró tener ”hopeful assurances” de que el gobierno mexicano le otorgaría al AMNH “permission to collect and take away archaeological and ethnological specimens”. La nota resaltaba que Saville había convencido a Porfirio Díaz de patrocinar la solicitd del museo neoyorquino y que el presidente había convertido el proyecto en su “personal matter”. El museo planeaba enviar cuatro expediciones, una a Yucatán, otra a Chiapas, la tercera a Oaxaca y la última al Valle de México. En la entrevista concedida al diario, Saville justificó su intención con el hecho de que había centenares de sitios arqueológicos en México (donde él decía haber visto muchas piezas de oro y plata de finísimo acabado: “These people were the masters of many arts”), que el gobierno mexicano no estaba en condiciones de explorar: “The Government has not had money to spare to do so on its own account, and the prohibitory law has prevented American scientists from profiting by their labors”. Y concluía, lleno de confianza: “Now all that will be needed is financial assitance to fully fit out the expeditions, when we may hope to gather the richest archaeological treasures in the world”.[58] Algunos periódicos nacionales, como El Partido Liberal, tradujeron ipsis litteris la nota del New York World, sin aventurar ningún comentario. Otros, como Voz de México, se limitaron a anunciar lacónicamente la llegada de Saville, señalando sus principales objetivos y diciendo que éste ofrecía “ceder al Museo Nacional la mitad de los objetos que se encuentren”.[59] Pero hubo algunos que protestaron por las pretensiones del enviado del AMNH. Fue el caso de El Tiempo, que el 25 de enero de 1896, durante el receso parlamentario, atacó con una nota intitulada “Atentado contra nuestros monumentos arqueológicos”, en la que se afirmaba, entre otras cosas, que “las antigüedades mexicanas serán esquilmadas, como ya lo han sido por muchos coleccionadores a ciencia y paciencia de nuestro gobierno”. No era creíble que Porfirio Díaz estuviera apoyando el proyecto pues para eso tendría que pasar por encima de las “disposiciones vigentes” que prohibían la exportación de antigüedades, cuanto más si éstas se destinaban a enriquecer museos extranjeros “con merma de los nuestros”; pero el redactor de la nota sí admitía que don Porfirio le había dispensado a Saville una “buena acogida”, que llenara de entusiasmo a los círculos de anticuarios y coleccionistas angloamericanos. La afirmación de Saville de que el Congreso mexicano expediría una ley autorizando a los expedicionarios estadounidenses a llevarse la mitad de lo encontrado en sus excavaciones era “una de tantas exageraciones del carácter yankee”. El anuncio de las cuatro misiones arqueológicas que el AMNH se aprestaba a enviar a México provocaba en el periodista de El Tiempo una visión casi apocalíptica de “las expediciones innumerables que ávidas de investigación y de riquezas se dirigirían desde luego al país [...]”.[60] El Nacional también se dolió del despojo y de comprobar que los trabajos realizados por los expedicionarios extranjeros eran inalcanzables para los mexicanos, “impotentes en todo y por todo para tomarlos, siquiera a guisa de patriotismo, por nuestra propia cuenta”. Saville, decía la nota, ya andaba tras la colección de piezas zapotecas de Fernando Sologuren, la que parecía estar a punto de seguir los mismos pasos de la de Martínez Gracida, adquirida por Edward Seler para el museo de Berlín.[61] Al final, decía el periódico, “el señor Saville cuenta con el eje principal de todo: con el oro”. Las antigüedades, incluyendo monumentos enteros, estaban saliendo del país “en trozos” para ser restaurados en los museos extranjeros. El principal problema era la “dejadez” nacional, pero, alertado por las denuncias “creemos que vendrá poderosamente en su auxilio nuestro ilustrado, progresista y patriótico Gobierno; impidiendo ante todo la especulación extranjera y la de algunos mexicanos desprovistos de sentimientos patrióticos”.[62] Un día después de la aprobación del decreto, el 4 de junio de 1896, The Mexican Herald dio la noticia, sin dejar trasparecer la honda decepción de las autoridades del AMNH, y agregó que Saville había colaborado en Yucatán con el entonces cónsul de Estados Unidos en Mérida, Edward H. Thompson, quien trataba de hacer “plater and paper casts of the ruins in Yucatan”, pero con la indicación (equivocada) de que éste había fracasado, “handicaped by the law”. Pero eso era cosa del pasado y ahora, una vez autorizada la exportación de objetos “duplicados”, con todas las restricciones del caso, “The archaeological and the antique in this ancient and interesting country will now find more adequate representation in the museums and the collegues of the United States”.[63] El 9 de junio de ese mismo año, The Mexican Herald publicó el texto final del decreto- ley, con un único, lacónico comentario: “This law will cover the concession sought by Prof. Marshall H. Saville of the New York Museum of Natural History”.[64]

				NOTAS AL PIE

				
					
						[1] En realidad, lo que se celebró originalmente fue una “sesión especial” que había sido decidida en Estocolmo, en 1894, cuando los Países Bajos fueron elegidos para ser sede de la sesión regular, que debía celebrarse en 1896. Una vez que este congreso no se realizó, la sesión mexicana se convirtió en el XI Congreso. La siguiente reunión oficial se llevó a cabo en París, en 1900, donde se decidió que a partir de ese momento los congresos debían celebrarse alternadamente en Europa y América. Véase <www.archive.org/stream/proceedingsinter1902inte/proceedingsinter1902inte_djvu.txt>, consultado el 13 de julio de 2012.
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